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RESOLUCIÓN NÚMERO 202500789

24-04-2025 
 

 
 

"POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTA LA POLÍTICA PARA LA DEFENSA JURÍDICA Y
PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO DEL INSTITUTO TECNÓLOGICO

METROPOLITANO-ITM PARA EL PERIODO 2025-2027 "
 
E L  R E C T O R  D E L  I N S T I T U T O  T E C N O L Ó G I C O  M E T R O P O L I T A N O -
INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA, en uso de sus facultades legales y estatutarias, en especial, las
que le confiere el artículo 24 del Estatuto General: Acuerdo 004 de 2011 y
 

CONSIDERANDO:
 
Que el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado responderá
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la
omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o
gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.
 
Que el 30 de junio de 2022, se expidió por parte del Congreso de Colombia la Ley 2220 del 30 de
junio de 2022 “Por medio de la cual se expide el estatuto de conciliación y se dictan otras
disposiciones”, cuyo objeto es expedir el Estatuto de Conciliación y crear el Sistema Nacional de
Conciliación.
 
Que de conformidad con el contenido del artículo 117 de la Ley 2220 de 2022, el Comité de
Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y
formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la
entidad.
 
Que conforme al artículo 120 de la Ley 2220 de 2022 , son funciones de los Comités de
Conciliación de las entidades públicas: "Formular y ejecutar políticas de prevención del daño
antijurídico" y "Diseñar las políticas generales que orientarán la defensa de los intereses de la
entidad".
 
Que mediante la Resolución No. 202302070 del 14 de diciembre de 2023, por la cual se adopta
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el reglamento del Comité de Conciliación y Defensa Jurídica del Instituto Tecnológico
Metropolitano, se incorporaron a la normativa interna de la institución las disposiciones
contenidas en la Ley 2220 de 2022.
 
Que mediante numeral 1 del artículo 6 de la Resolución No.202302070 del 14 de diciembre de
2023, se estableció entre las funciones del Comité de Conciliación y Defensa Jurídica del Instituto
Tecnológico Metropolitano, formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico de la
institución.
 
Que mediante Circular Externa No 05 del 27 de septiembre del 2019, la Agencia Nacional de
Defensa Jurídica del Estado indicó que son buenas prácticas en materia de gestión jurídica
pública cuando las entidades públicas del orden territorial disponen de los documentos que
tengan dichas políticas desarrolladas, los cuales deberán ser aprobados por el Comité de
Conciliación y adoptados mediante resolución.
 
Que el Comité de Conciliación ha evidenciado y analizado las causas generadoras del daño
antijuridico, y ha establecido lineamientos orientados a mitigar las contingencias jurídicas en la
Entidad.
 
Que se hace necesario adoptar la Política para la Defensa Jurídica y Prevención del Daño
Antijurídico del Instituto Tecnológico Metropolitano 2025-2027 con el propósito de asegurar su
efectividad y conocimiento por parte de sus destinatarios.
 
Que el Comité de Conciliación del Instituto Tecnológico Metropolitano en sesión presencial No. 5
llevada a cabo el día 19 de marzo de 2025, aprobó la Política de Defensa Jurídica para la
Prevención del Daño Antijurídico del Instituto Tecnológico Metropolitano para el periodo 2025-
2027.
 
En mérito de lo expuesto,
 

RESUELVE:
 
ARTÍCULO 1. Adoptar la Política de Defensa Jurídica para la Prevención del Daño Antijurídico
del Instituto Tecnológico Metropolitano para el periodo 2025-2027, la cual forma parte integral del
presente acto administrativo, de conformidad con los considerandos de la presente resolución.
 
ARTÍCULO 2. Ordenar la divulgación de esta política a todas las dependencias y su publicación
en la página Web del Instituto Tecnológico Metropolitano.
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ARTÍCULO 3. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
 

Dado en Medellín, a los 24 días del mes de Abril de 2025
 

 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ALEJANDRO VILLA GÓMEZ

RECTOR DE INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA

RECTORÍA

Proyectó: SARA MELISSA CASTILLO VELÁSQUEZ

PROFESIONAL UNIVERSITARIO

OFICINA DE ASESORÍA JURÍDICA

Aprobó: YOLANDA MARIA HENAO PEÑA

JEFE DE OFICINA ASESORA DE JURÍDICA

OFICINA DE ASESORÍA JURÍDICA

Aprobó: EDUARD ALBERTO GARCÍA GALEANO

VICERRECTOR DE INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA

VICERRECTORÍA ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA

Aprobó: JUAN ESTEBAN ALZATE ORTIZ

SECRETARIO GENERAL DE INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA

SECRETARÍA GENERAL

Aprobó: LUZ MARINA BETANCUR TORO

DIRECTOR TÉCNICO

DIRECCIÓN DE PLANEACIÓN

Aprobó: LUZ MARCELA OMAÑA GOMEZ

VICERRECTOR DE INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA

VICERRECTORÍA GENERAL
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INTRODUCCIÓN 

El artículo 67 de la Constitución Política de 1991, establece que la educación es un

derecho de la persona y un servicio público con función social, del cual son 

responsables el Estado, la sociedad y la familia. Así mismo, dispone que la 

educación busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás 

bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el respeto a 

los derechos humanos, la paz, la democracia; y en la práctica del trabajo y la 

recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección 

del ambiente. 

En este sentido, la Nación y las entidades territoriales desempeñan un rol en la 

dirección, financiación y administración de los servicios educativos estatales, 

conforme a lo establecido por la Constitución y la ley. Esta administración conlleva 

riesgos inherentes a su gestión, que podrían dar lugar a daños antijurídicos, los 

cuales pueden ser reducidos mediante la implementación de una política eficaz de 

prevención y mitigación de estos, de ahí, la importancia de identificar las principales 

causas que pueden llevar a que una entidad del estado ocasione con su actuar un 

daño, perjuicio y/o riesgo. 

La disminución en la litigiosidad se logra con el compromiso permanente de conocer 

y valorar los hechos que generan riesgos y, plantear las alternativas de solución 

mediante un trabajo de mejora continua y de gestión de calidad en la institución. 



 

 

 

Para la  prevención de condenas, el Estado Colombiano ha creado la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE), como una unidad administrativa 

especial, cuyo objetivo principal es el diseño e implementación de estrategias, 

planes y acciones enfocados a fortalecer y asegurar el cumplimiento de las políticas 

de defensa jurídica de la Nación, incluyendo la Política de Prevención del Daño 

Antijurídico, con el fin de abordar las debilidades estructurales en la defensa de la 

Nación, los departamentos, los municipios y sus entidades descentralizadas, 

permitiendo un manejo adecuado de la gestión jurídica estatal.  

 

Con sujeción a los  lineamientos establecidos por la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, se realiza la  elaboración de la Política de Prevención del Daño 

Antijurídico del Instituto Tecnológico Metropolitano (ITM), con el propósito de 

identificar y consolidar las causas generadoras del daño antijurídico, a través de 

estrategias pertinentes y conducentes  para prevenir actuaciones administrativas en 

las distintas áreas o dependencias, que puedan afectar directamente los intereses 

de la institución. Para ello, se identifican las áreas de riesgo, determinando las 

causas primarias que podrían generar el daño antijurídico. Dicho análisis, 

contribuirá a la reducción de los procesos judiciales en los que la institución pudiera 

verse demandada, garantizando una gestión más eficiente y protegiendo los 

intereses patrimoniales y reputacionales de la entidad de manera responsable y 

cuidadosa. 

 

Aunque, el ITM presenta actualmente una baja litigiosidad, con menos de mil 

procesos, según rango determinado por la ANDJE, resulta indispensable contar con 

una política de prevención del daño, dada la importancia estratégica de este tema. 



 

 

La gestión de la defensa jurídica de la institución está constantemente enfocada en 

la implementación y seguimiento de esta política, debido a las implicaciones 

jurídicas y patrimoniales que conlleva. 

  



 

 

 

ALCANCE 

 

La Política de Prevención del Daño Antijurídico y Defensa de los Intereses del 

Instituto Tecnológico Metropolitano (ITM), tiene como objetivo principal fomentar 

una cultura proactiva en la prevención del daño antijurídico en todas las 

dependencias del ITM, a través de la identificación y análisis de los hechos que 

generen riesgo de un posible daño patrimonial, ya sea de índole administrativo, 

técnico, legal o financiero, que den lugar a reclamaciones en contra de la institución.  

 

Esta Política se articula con el Modelo Integrado de Planeación y Gestión, asociada 

a la Dimensión Gestión con Valores para Resultados que consta de un conjunto de 

prácticas, elementos e instrumentos que permiten a la Institución realizar 

actividades que conducen a lograr los resultados propuestos y tomar decisiones a 

través de un adecuado proceso de planeación. Dentro de esta dimensión está 

inmersa la Política de Defensa Jurídica, la cual busca que las entidades orienten 

sus actividades en el marco de un modelo de Gerencia Jurídica Pública eficiente y 

eficaz que permita lograr de manera sostenible una disminución del número de 

demandas en su contra y del valor de las condenas a su cargo. Lo anterior aunado 

a un mejoramiento de su desempeño en la etapa judicial y en la recuperación por 

vía de la acción de repetición o del llamamiento en garantía con fines de las sumas 

pagadas por sentencias, conciliaciones o laudos arbitrales cuando a ello haya lugar. 

 

La política transversal de defensa jurídica desarrolla los lineamentos estratégicos y 

componentes requeridos para una adecuada gestión del Ciclo de Defensa Jurídica. 



 

 

Esta se inscribe en el marco del Sistema de Defensa Jurídica del Estado, que busca 

garantizar la articulación institucional para la implementación de la política pública 

de defensa jurídica en el País. 

 

Atendiendo los derroteros de la ANDJE y de MIPG, con la construcción de la política 

pública, se pretende entonces la formulación, evaluación y seguimiento permanente 

a la institucionalización de acciones preventivas, encaminadas a reducir los riesgos 

y costos asociados con los procesos judiciales, contribuyendo a la disminución de 

las demandas contra la entidad a mediano plazo, así como a la reducción de los 

pagos derivados de sentencias y conciliaciones. En procura no solo de prevenir 

futuros litigios, sino también optimizar la gestión de los recursos institucionales. 

 

En este contexto, y en línea con los principios constitucionales orientadores 

establecidos en el artículo 209 de la CP, las actuaciones administrativas se 

desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, además,  de principios 

establecidos en el artículo 3 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), del debido proceso, buena fe, , participación, 

responsabilidad, transparencia, coordinación,  que deben guiar la función pública, 

atendiendo que las actuaciones administrativas se realicen amparados en la 

normativa vigente, garantizando  una gestión pública más eficiente para la 

consecución efectiva de los fines del estado al servicio de los intereses generales y 

de manera responsable propendiendo,   por la prevención del daño antijurídico.  

 

Lo anterior, partiendo de la siguiente metodología:  



 

 

 

PARTE I. GENERALIDADES 

 

1. METODOLOGÍA 
 

1.1. IDENTIFICACIÓN 

 

Identificar los factores de amenaza más relevantes que puedan generar un impacto 

adverso significativo, clave para evaluar el nivel de riesgo. Esta etapa permite 

dimensionar y medir dicho riesgo, lo que facilita la selección del método más 

adecuado de administración y gestión, para minimizar sus efectos y proteger los 

intereses de la institución. 

 

1.2. VALORACIÓN 

 

Evaluar la probabilidad y el impacto de los riesgos previamente identificados y 

clasificados, lo cual demanda una valoración cuantitativa. Para garantizar una 

evaluación adecuada, es fundamental contar con información actualizada de los 

procesos judiciales, la cual se alimenta de manera periódica con el Distrito de 

ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, mediante la herramienta denominada 

SIPRECONT, en la cual se provisiona el pasivo contingente de la institución. Siendo 

fundamental evaluar tanto la probabilidad de ocurrencia como el impacto potencial 

de los riesgos identificados dentro de la institución. Esta estimación debe realizarse 

mediante una metodología estructurada y rigurosa, que sea coherente con los 



 

 

procedimientos internos de la institución que facilite la integración de los resultados 

con los procesos y procedimientos operativos y estratégicos existentes.  

 

La metodología seleccionada debe ser adecuada para identificar y cuantificar los 

riesgos en función de su probabilidad de ocurrir y su potencial impacto, tomando en 

cuenta variables específicas del entorno y de cada área dentro de la institución. Lo 

cual implica, que se garantice que los riesgos sean evaluados de manera precisa y 

que las estrategias de mitigación sean apropiadas y efectivas.  

 

De esta forma, la institución podrá priorizar los riesgos según su gravedad y tomar 

decisiones informadas sobre las acciones preventivas y correctivas necesarias, 

minimizando las posibles consecuencias negativas para el logro de sus objetivos. 

 

1.3. MITIGACIÓN 

 

Implementación de mecanismos para el manejo eficaz de los riesgos, mediante el 

diseño e implementación de estrategias y la asignación adecuada de recursos, 

orientados a reducir el impacto de posibles fallos adversos, disminuyendo al mínimo 

la ocurrencia de resultados desfavorables. 

 



 

 

 

2. TERMINOS Y DEFINICIONES 

 

 

2.1. DAÑO ANTIJURÍDICO: 

 

El Articulo 90 de la Constitución Política establece: 

 

"El Estado es responsable par los daños antijuridicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión. En el evento de ser condenado el Estado a La 

reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la 

conducta dolosa a gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir 

contra éste". 

 

La concepción de daño antijuridico ha sido admitida por La jurisprudencia del 

Consejo de Estado en múltiples oportunidades y ha definido el daño antijuridico 

coma “la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima 

no está en la obligación de soportar, por lo cual se ha desplazado la antijuridica de 

la causa del daño al daño mismo". Por consiguiente, concluye esa Corporación, el 

daño antijuridico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa 

licita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de 

responsabilidad subjetiva y objetiva". 



 

 

 

El daño antijuridico entonces puede entenderse como aquel perjuicio injustificado 

que el Estado causa a un particular y que este no está en la obligación de soportar. 

Ante tal circunstancia, surge la responsabilidad de la administración pública, lo que 

implica el deber de reparar los perjuicios ocasionados al afectado como 

consecuencia de dicho daño. 

 

En el contexto de las actuaciones judiciales, el daño antijurídico se configura cuando 

un servidor público, a través de una acción u omisión dolosa o gravemente culposa, 

genera un perjuicio cuya consecuencia es una condena patrimonial contra el 

Estado. En estos casos, el Estado tiene la posibilidad de recuperar los valores 

pagados por la condena mediante el ejercicio del medio de control de repetición, 

dirigido contra el funcionario responsable del daño. Esta medida busca garantizar la 

justicia y proteger los recursos públicos, asegurando que quienes actúan con dolo 

o culpa grave asuman las consecuencias de sus actos. 

 

2.2. PREVENCIÓN 

 

El concepto de prevención se refiere a la acción de anticiparse a un hecho para 

evitar que ocurra. Su origen etimológico proviene del término latino praeventio, 

derivado de las raíces prae (previo, anterior) y eventus (evento o suceso). 

Habitualmente, la prevención está asociada con la intención de impedir la ocurrencia 

de acontecimientos negativos o indeseados. 

 



 

 

2.3. POLÍTICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO 

 

La Política de Prevención del Daño Antijurídico tiene como objetivo identificar las 

causas que generan daños antijurídicos dentro de la institución, los cuales derivan 

en demandas por parte de los afectados. Estas demandas, en algunos casos, 

resultan en fallos condenatorios contra la entidad, implicando el correspondiente 

pago de indemnizaciones. Por ello, la política busca implementar estrategias 

internas para reconocer y gestionar los riesgos asociados a los procesos judiciales 

y sus costos. 

 

El diseño de esta política es una actividad clave que se desarrolla para abordar 

problemáticas específicas. En este contexto, el Comité de Conciliación y Defensa 

Jurídica de la institución desempeña un papel central. Este comité gestiona las 

actividades litigiosas desde una perspectiva estratégica, formulando políticas 

adaptadas al marco de toma de decisiones judiciales. La prevención del daño es un 

enfoque proactivo que evita que ciertas controversias lleguen a ser resueltas en 

instancias judiciales, anticipándose a los eventos que podrían originar dichas 

disputas. 

 

Una política efectiva de prevención del daño requiere que la entidad tome 

decisiones conscientes para resolver los problemas que generan las sentencias 

frecuentes en su contra. Estas condenas reiteradas deben interpretarse como 

señales de fallos en los procesos administrativos que afectan los derechos de los 

ciudadanos. 

 



 

 

En esencia, la Política de Prevención del Daño Antijurídico es un conjunto de 

acciones administrativas de carácter preventivo formuladas y proferidas por el 

Comité de Conciliación y defensa jurídica de la institución, tendientes a prevenir y 

reducir los eventos generadores del daño antijurídico. En el marco de la Política de 

Prevención del Daño Antijurídico, el ITM acoge los lineamientos generales en lo 

relativo al Ciclo de Defensa Jurídica, el cual se inscribe en el marco del Sistema de 

Defensa del Estado, que a su vez busca garantizar la articulación institucional para 

la implementación de la política pública en el País. En este contexto, se enuncia el 

alcance de las actividades a desarrollar en cada una de las etapas que componente 

el ciclo de defensa jurídica.  

 

2.3.1. Etapa de prevención del daño antijurídico. La prevención del daño 

antijurídico hace referencia a las actividades, estrategias, herramientas y/o acciones 

que se desarrollen para buscar la solución a los problemas asociados a los actos, 



 

 

hechos, omisiones y operaciones administrativas que generan litigiosidad y 

condenas. 

 

En el marco de esta etapa se contempla, como responsabilidad del Comité de 

Conciliación, el proceso de formulación, aprobación, implementación y seguimiento 

de la Política de Prevención del Daño Antijurídico, esta última con el 

acompañamiento del Comité de Gestión y Desempeño Institucional en el marco de 

MIPG. 

 

En el proceso de formulación de la Política de Prevención del Daño Antijurídico se 

enfrentan retos tales como: 

 

• Definición un procedimiento para la formulación, implementación, aprobación y 

seguimiento de la Política, incorporado en el Sistema de Gestión de la Calidad.  

• Formulación de la Política teniendo en cuenta los lineamientos, emitidos por la 

ANDJE, que sean vinculantes al ITM como entidad territorial y contando con la 

participación de procesos institucionales clave. 

• Contar con un proceso de identificación y análisis de la actividad litigiosa. 

• Incorporación de los riesgos de defensa jurídica que se identifiquen en el proceso 

de formulación de la Política. 

• Incluir en la Política acciones para prevenir las causas de mayor litigiosidad del ITM, 

por número de procesos y/o valor de las pretensiones, o formularse bajo el enfoque 

de riesgos.  

• Estar aprobada por el Comité de Conciliación, el cual a su vez contará con un 

reglamento debidamente aprobado por acto administrativo.  



 

 

• Contar con el seguimiento efectivo, del Comité de Conciliación para verificar los 

cambios en la litigiosidad. 

• Contar con el seguimiento del Comité Institucional de Gestión y Desempeño a la 

implementación y al impacto generado, para verificar los cambios en la litigiosidad. 

Incluye la viabilización de planes de mejoramiento formulados desde el Comité de 

Conciliación para mantener los resultados alcanzados y propender por un 

mejoramiento continuo.  

 

2.3.2. Etapa de actuaciones extrajudiciales. Esta dimensión comprende las 

actuaciones que realiza el ITM a partir de la solicitud de resarcir un presunto daño 

antijurídico causado por su acción u omisión y hasta antes de la interposición de la 

acción judicial en su contra por parte del afectado. 

 

En esta etapa, se contempla la exploración y promoción de la utilización de los 

mecanismos de autocomposición y heterocomposición de solución de conflictos a 

través de los cuales las partes puedan satisfacer sus respectivos intereses y 

solucionar las controversias antes de formular un caso en sede judicial o arbitral.  

 

Para el logro de este fin el ITM enfrenta retos tales como: 

 

• La formulación de directrices para la aplicación de los mecanismos de arreglo 

directo, transacción y conciliación y desde el Sistema de Control Interno efectuar su 

verificación.  



 

 

• Determinar, en cada caso, la procedencia o improcedencia de la conciliación y 

señalar la posición institucional que fije los parámetros dentro de los cuales el Rector 

o apoderado actuará en las audiencias de conciliación.  

 

2.3.3. Etapa de defensa judicial. Esta dimensión del ciclo de defensa jurídica inicia 

con la presentación de la demanda, continúa con el ejercicio de representación y de 

defensa técnica, y termina con una decisión judicial ejecutoriada que pone fin a la 

actuación procesal.  

 

Para el logro de este fin el ITM enfrenta retos tales como: 

 

• Diseñar las políticas generales que orientarán la defensa técnica de los intereses 

del ITM. Desde el Sistema de Control Interno efectuar su verificación.  

• Definir los criterios para la selección de los apoderados externos de la Institución en 

el Comité de Conciliación.  

• Ejercer la representación judicial de los procesos que cursen en contra o a favor de 

la Institución.  

• Contar con sistemas de información o bases de datos que contengan el inventario 

completo de los procesos judiciales y arbitrales en los que son parte con su 

respectivo valor.  

• Contar con sistemas de información o bases de datos que contengan el inventario 

completo de los trámites prejudiciales, judiciales y extrajudiciales en los que son 

parte la Institución. 

• Contar con sistemas de información o bases de datos que contenga el inventario 

completo de los trámites de cumplimiento y pago de sentencias y conciliaciones de 

la Institución. 



 

 

 

 

2.3.4. Etapa de gestión financiera de la actividad litigiosa y cumplimiento de 

sentencias y conciliaciones.  

 

2.3.4.1. En lo correspondiente a la gestión financiera de la actividad litigiosa.  

 

• Provisión contable de procesos y conciliaciones. De acuerdo con la normativa 

expedida por la Contaduría General de la República, las entidades estatales 

deberán llevar un registro contable de los procesos adelantados en su contra; contar 

con una metodología de reconocido valor técnico para elaborar la provisión contable 

de sentencias y conciliaciones y evaluar la probabilidad de pérdida de las 

conciliaciones extrajudiciales, procesos judiciales y laudos arbitrales.  

 

• Pasivo contingente y fondo de contingencias. La Institución deberá incluir en su 

presupuesto, las apropiaciones necesarias para cubrir las posibles pérdidas de las 

obligaciones contingentes a su cargo. 

 

Para el logro de este fin el ITM enfrenta retos tales como: 

 

• Realizar la valoración del pasivo contingente judicial.  

• Incorporar en el marco fiscal de mediano plazo una relación de los pasivos 

contingentes.  

 



 

 

2.3.4.2. En lo correspondiente cumplimiento de sentencias y conciliaciones.  

 

Esta etapa comprende la gestión del procedimiento de cumplimiento y pago de 

sentencias, conciliaciones y laudos arbitrales. Esta debe adelantarse bajo los 

principios de celeridad, eficacia y eficiencia, con el propósito de que la Institución 

reduzca la causación de intereses de mora en el pago, mitiguen el impacto fiscal de 

las condenas y eviten nuevas fuentes de litigiosidad.  

 

Como entidad territorial la Institución contará con sistemas de información o bases 

de datos que contengan el inventario completo de los procesos judiciales y arbitrales 

en los que son parte con su respectivo valor. 

 

2.3.5. Etapa de acción de repetición y recuperación de dineros públicos. 

Cuando la Institución sea condenada a la reparación patrimonial de un daño 

antijurídico, debe repetir contra el agente que con su conducta dolosa o gravemente 

culposa haya dado lugar a ese daño o formular la pretensión de repetición dentro 

del mismo proceso en el cual se pretenda la declaratoria de responsabilidad 

patrimonial de la Institución.  

 

Para esto el ITM enfrenta retos tales como: 

 

• Realizar estudios de procedencia de la acción de repetición dentro de los términos 

previstas en la Institución.  



 

 

• Informar acerca de las decisiones con respecto a la procedencia de la acción de 

repetición al Ministerio Público.   

• Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la Institución con el fin 

de determinar la procedencia de la acción de repetición.  

• Determinar la procedencia o improcedencia del llamamiento en garantía con fines 

de repetición.  

• Contar con un procedimiento para iniciar la acción de repetición e incorporarlo al 

Sistema de Gestión de la Calidad.  

 

2.3.6. Etapa de gestión del conocimiento. 

 

Para el ITM, la gestión del conocimiento es un elemento crítico y por ende el 

aprendizaje histórico es clave para la defensa jurídica. Esta etapa se enfoca en 

consolidar las capacidades institucionales para la defensa institucional, a través de 

la transferencia efectiva de conocimiento.  

 

En este contexto, el ITM orientará sus acciones para generar un banco de 

conocimiento que facilite la documentación de lecciones aprendidas, sugiriendo 

tomar como base la metodología del estudio de caso, para el análisis cualitativo de 

los procesos ganados y perdidos, con el fin de que ese conocimiento se transforme 

en oportunidad para lograr un entendimiento de las debilidades y aciertos de la 

defensa, para así tomar decisiones que contribuyan a la mejora de la defensa 

jurídica.  

 



 

 

Este banco de conocimiento funcionará bajos esquemas basados en evidencia, 

transferencia de conocimiento y buenas prácticas en defensa jurídica. 

Adicionalmente, contemplará espacios para la oferta de contenidos para la 

formación virtual en cada vigencia.  

 

Para esto el ITM enfrenta otros retos tales como: 

 

• Contar con un plan y/o programa de entrenamiento y actualización para los 

abogados que llevan la defensa jurídica de la Institución y demás partes de interés. 

Contempla la alternativa de vincular a miembros de la Oficina Jurídica a la 

Comunidad Jurídica del Conocimiento (Red de buenas prácticas para fortalecer 

competencias en defensa jurídica del Estado.) 

• Realizar diagnósticos sistemáticos determinando fortalezas y debilidades en 

materia de defensa jurídica para tomar medidas en pro de la mejora continua.   

• Incluir en los estudios y/o análisis que realiza la Institución los procesos que cursan 

o hayan cursado en su contra el índice de condenas, con el fin de proponer 

correctivos.  

• Incluir en los estudios y/o análisis que realiza la Institución los procesos que cursan 

o hayan cursado en su contra las deficiencias de las actuaciones procesales por 

parte de los apoderados de la Institución, con el fin de proponer correctivos.  

• Determinar los tipos de daño por los cuales resulta demandada o condenada la 

Institución en los estudios y/o análisis que se realicen de los procesos que cursan o 

hayan cursado en su contra, con el fin de proponer correctivos.  

• Determinar las deficiencias en las actuaciones administrativas en los estudios y/o 

análisis que realiza la Institución de los procesos que cursan o hayan cursado en su 

contra, con el fin de proponer correctivos.  



 

 

• Determinar las deficiencias de las actuaciones procesales por parte de los 

apoderados de la Institución en los estudios y/o análisis de los procesos que cursan 

o hayan cursado en su contra, con el fin de proponer correctivos.  

 

3. NORMATIVIDAD 

 

3.1. CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA 

 

El Artículo 2: "Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 

que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 

Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 

asegurar la convivencia Pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de 

la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y 

para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares". 

 

A su vez el artículo 19, numeral 1°, estableció que le corresponde al Comité de 

Conciliación el cumplimiento de la función de formular y ejecutar políticas de 

prevención del daño antijurídico. 

 



 

 

3.2. Decreto 1716 de mayo 14 de 2009 establece que las normas relacionadas con 

los comités de conciliación son de obligatorio cumplimiento para las entidades de 

derecho público, los organismos públicos de los órdenes nacional, departamental y 

distrital, así como para los municipios que sean capitales de departamento y los 

entes descentralizados en estos mismos niveles (Art. 15). Dentro de estas normas, 

se encuentra aquella que define al Comité de conciliación como una instancia 

administrativa encargada de "estudio, análisis y formulación de políticas sobre 

prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de las entidades" (Art. 

16). En este sentido, le corresponde cumplir la función de "formular y ejecutar 

políticas de prevención del daño antijurídico" (Art. 19, núm. 1). 

 

3.3. Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 "Por medio del cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho", en su 

artículo 2.2.43.1.2.2, dispone que el Comité de Conciliación constituye una instancia 

administrativa para el estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención 

del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad, el cual fue modificado 

en algunas de sus disposiciones mediante el Decreto 1167 de 2016.  

 

3.4. LEY 2220 DEL 30 DE JUNIO DE 2022 "POR MEDIO DE LA CUAL SE 

EXPIDE EL ESTATUTO DE CONCILIACIÓN Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES." regula el ejercicio de la conciliación extrajudicial en materia 

contencioso-administrativa como un mecanismo alternativo para la solución de 

conflictos. Esta norma fortalece la conciliación como una herramienta para prevenir 

litigios innecesarios, promover acuerdos y reducir la congestión en los despachos 

judiciales. 

 



 

 

Entre sus aspectos principales, establece procedimientos claros para la conciliación 

en casos de responsabilidad estatal, controversias contractuales y otros conflictos 

administrativos, garantizando la protección de derechos fundamentales y 

promoviendo la transparencia en los procesos. 

El Articulo 115, dispone el Campo de aplicación. Las normas sobre Comités de 

Conciliación contenidas en la presente ley son de obligatorio cumplimiento para las 

entidades de derecho público, los organismos públicos del orden nacional, 

departamental, distrital, los municipios que sean capital de departamento y los entes 

descentralizados de estos mismos niveles. 

 

Estos entes modificarán el funcionamiento los Comités de Conciliación, de acuerdo 

con las reglas que se establecen en la presente ley. 

 

Parágrafo 1o. Las entidades de derecho público de los demás órdenes podrán 

conformar Comités de Conciliación. De hacerlo se regirán por lo dispuesto en el 

presente capítulo. 

 

Parágrafo 2. La decisión del Comité de Conciliación acerca de la viabilidad de 

conciliar no requiere disponibilidad presupuestal; ni constituye ordenación de gasto". 

 

Por su parte el artículo 117 del mismo estatuto, indica: 

 



 

 

"Artículo 117. Comités de Conciliación. Los Comités de Conciliación son una 

instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de 

políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la 

entidad. 

Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la 

conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción 

estricta, a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, 

evitando lesionar el patrimonio público. Asimismo, tendrá en cuenta las sentencias 

de unificación proferidas por el Consejo de Estado y la jurisprudencia de las altas 

cortes en esta materia. 

 

La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar 

a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición 

contra los miembros del Comité". 

 

El artículo 118, dispone la conformación de los Comités de Conciliación, así: 

 

"Artículo 118. Integración. Los Comités de Conciliación estarán conformados por los 

siguientes funcionarios, quienes concurrirán con voz y voto y serán miembros 

permanentes: 

 

1. El jefe, director, gerente, presidente o representante legal del ente respectivo 

o su delegado. 



 

 

2. El ordenador del gasto o quien haga sus veces. 

3. El jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la 

defensa de los intereses litigiosos de la entidad. En el Departamento Administrativo 

de la Presidencia de la República, concurrirá el secretario Jurídico o su delegado. 

4. Dos (2) funcionarios de dirección o de confianza que se designen conforme 

a la estructura orgánica de cada ente. 

 

La participación de los integrantes será indelegable, salvo las excepciones previstas 

en los numerales 1 y 3 del presente artículo. 

 

Parágrafo 1. Concurrirán solo con derecho a voz los funcionarios que por su 

condición jerárquica y funcional deban asistir según el caso concreto, el apoderado 

que represente los intereses del ente en cada proceso, el jefe de la Oficina de 

Control Interno o quien haga sus veces y el secretario técnico del Comité. (...) 

 

"Artículo 119. Sesiones y votación. El Comité de Conciliación se reunirá no menos 

de dos veces al mes, y cuando las circunstancias lo exijan. 

 

Presentada la petición de conciliación ante la entidad, el comité de Conciliación 

cuenta con quince (15) días a partir de su recibo para tomar la correspondiente 

decisión, la cual comunicará en el curso de la audiencia de conciliación, aportando 

copia auténtica de la respectiva acta o certificación en lo que consten sus 

fundamentos. 



 

 

 

En los asuntos en los cuales exista alta probabilidad de condena, con fundamento 

en las pruebas allegadas y en los precedentes jurisprudenciales aplicables al caso, 

los comités deberán analizar las pautas jurisprudenciales consolidadas y las 

sentencias de unificación de las altas cortes, de manera que se concilie en aquellos 

casos donde exista identidad de supuestos de hecho y de derecho respecto de la 

jurisprudencia reiterada. 

 

El Comité podrá sesionar con un mínimo de tres de sus miembros permanentes y 

adoptará las decisiones por mayoría simple". 

 

3.5. La anterior normativa fue adoptada mediante la Resolución 

Rectoral No. 202302070 del 14 de diciembre de 2023 “Por la cual se 

establece el reglamento del comité de conciliación y defensa judicial del 

INSTITUTO TECNOLOGICO METROPOLITANO”.  

 



 

 

4. ACCIONES OBJETO DE ESTUDIO 

 

4.1. MEDIOS DE CONTROL Y/O ACCIONES JUDICIALES. 

 

4.1.1. ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una 

norma jurídica podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo 

particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar 

que se le repare el daño. Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto 

administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente 

violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho 

particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto 

es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto 

intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se 

contará a partir de la notificación de aquel. 

 

4.1.2. ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA . En los términos del artículo 90 

de la Constitución Política, la persona interesada podrá demandar directamente la 

reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes 

del Estado. De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, 

cuando la causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa 

o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos 

o por cualquiera otra causa imputable a la entidad pública o a un particular que haya 

obrado siguiendo una expresa instrucción de esta. Las entidades públicas deberán 

promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por la actuación de un 

particular o de otra entidad pública. En todos los casos en los que en la causación 



 

 

del daño estén involucrados particulares y entidades públicas, en la sentencia se 

determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, teniendo 

en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño. 

 

4.1.3. ACCIÓN DE NULIDAD SIMPLE . Toda persona podrá solicitar por sí, o 

por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos 

de carácter general. Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las 

normas en que deberían fundarse, o sin competencia o en forma irregular, o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, 

o con desviación de las atribuciones propias de quien profirió. Excepcionalmente 

podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los 

siguientes casos: Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de 

nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho 

subjetivo a favor del demandante o de un tercero, cuando se trate de recuperar 

bienes de uso público, cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten 

en materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico, cuando 

la ley lo consagre expresamente. 

 

4.1.4. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un 

contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se 

ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de 

los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a 

indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así 

mismo, el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta 

no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado 

unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo 

convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido 



 

 

por la ley. Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de 

la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 

138 del CPACA. El Ministerio Público o un tercero que acredité un interés directo 

podrán pedir que se declare la nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo 

podrá declararla de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso, 

siempre y cuando en el hayan intervenido las partes contratantes o sus 

causahabientes. 

 

4.1.5. ACCIÓN DE REPETICIÓN . Cuando el Estado haya debido hacer un 

reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra 

forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o 

gravemente culposa del servidor o exservidor público o del particular en ejercicio de 

funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado. 

La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en 

garantía del servidor, exservidor público o del particular en ejercicio de funciones 

públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública. Cuando 

se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero 

o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad 

realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de 

repetición contra el funcionario responsable del daño. 

 

4.1.6. PROCESOS ORDINARIO. Las demandas que se incluyan en este grupo 

son aquellas que se ventilen en la Jurisdicción Civil Ordinaria, dirigida básicamente 

a solucionar las controversias entre particulares. El Estado participa en ella cuando 

el conflicto con el particular se debate conforme las normas de derecho privado. 

 



 

 

4.2. CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES 

 

DEFINICIÓN: El Decreto 1069 de 2015 en su artículo 2.2.4.3.1.1.2, modificado por 

el Decreto Nacional 1167 de 2016 "Por el cual se modifican y se suprimen algunas 

disposiciones del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 

Justicia y del Derecho", determina: 

 

"ARTICULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado por el Art. 1-, Decreto Nacional 1167 de 2016. 

Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso-

administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 

personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 

Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y 

contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 

 

PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo 

Contencioso administrativo: 

 

❖ Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 

❖ Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el 

artículo 75 de la Ley 80 de 1993, salvo las excepciones específicas establecidas en 

la ley. 

❖ Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 



 

 

PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos 

ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 

 

PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a 

interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 

extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o 

cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, en legal 

forma, ante el conciliador. 

 

PARÁGRAFO 4. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, 

no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 

encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales". 

  



 

 

 

PARTE II. IDENTIFICACIÓN DE CAUSAS, VALORACIÓN Y MITIGACIÓN DEL 

DAÑO 

 

5. METODOLOGÍA IDENTIFICACIÓN ACTIVIDAD LITIGIOSA 

 

De acuerdo con el instructivo de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, el Instituto Tecnológico Metropolitano ITM, tiene una baja litigiosidad, con 

menos de 1000 procesos en curso, razón por la cual se tendrá como parte del 

estudio y análisis de la actividad litigiosa, las demandas instauradas en contra de la 

institución al 31 de diciembre de 2024, información consignada en el sistema 

aplicativo SIPRECONT, dispuesto por el Distrito de Ciencia tecnología e Innovación 

de Medellín, herramienta que compilación la información litigiosa de las entidades 

que hacen parte del conglomerado. La cual a la luz del aplicativo ya referenciado, 

contempla las diferentes acciones judiciales impetradas en contra de la institución, 

entre los años 2011 al 2024. Reflejada en la siguiente ilustración, a saber;  

 



 

 

  

 

DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE ACCIONES INICIADAS CONTRA EL ITM 

(2011-2024). La gráfica muestra que la acción más recurrente en contra del ITM 

durante el período 2011-2024, es "Nulidad y Restablecimiento del Derecho", 

representando el 60.6% de las demandas instauradas en contra de la institución, 

especificando que, en dichas demandas, el ITM ha sido vinculado en la mayor parte 

de estas a través de llamamiento en garantía. Las causas principales asociadas a 

esta acción corresponden a pretensiones encaminadas al reconocimiento del 

contrato realidad, donde los demandantes buscan que los contratos de prestación 

de servicios suscritos sean equiparados a contratos laborales, aclarando que estas 

demandas, provienen de los contratos interadministrativos suscritos con el Distrito 

de Medellín, y obedecen a contrataciones derivadas de los interadministrativos para 

apoyar su ejecución.  

 



 

 

La acción de "Reparación Directa", representa el 21.1%, argumentadas en 

controversias relacionadas con presuntos incumplimientos contractuales y falla en 

la planeación e identificación de los riesgos contractuales, la causa generadora de 

la acción que predomina está en la etapa ejecución de los contratos 

interadministrativos, debido a la presunta falla en el seguimiento, verificación y 

control de estos.  

 

Las acciones menos frecuentes, como "Ordinario Laboral", "Contractual", "Laboral 

Ordinaria de Doble Instancia", "Nulidad", "Ordinaria", y "Controversias 

Contractuales", suman un menor porcentaje, pero no dejan de ser relevantes para 

el análisis. Estas se asocian principalmente con disputas laborales específicas como 

declaratoria de insubsistencia, y en la extralimitación del presupuesto contratado, 

entre otras, así, como también se destaca los procesos por controversias 

contractuales relacionadas con los contratos en los cuales el ITM es arrendador de 

los locales comerciales de propiedad de la Institución y, en la negación por parte de 

los arrendatarios a la sujeción  de requisitos de la  ley 80 de 1993, para la suscripción 

de los contratos en atención a dichas normas. 

 

Consecuente a lo anterior, se procede a identificar las causas que generan la 

actividad litigiosa:  



 

 

 

DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE LAS CAUSAS EN LAS ACCIONES 

LEGALES CONTRA EL ITM (2011-2024). La gráfica muestra la distribución 

porcentual de las causas en las acciones legales contra el ITM, destacando que la 

mayor parte corresponde a "Contrato Realidad" con un 59.2%, lo que indica una 

recurrencia significativa de reclamaciones relacionadas con el reconocimiento de 

derechos laborales derivados de contratos de prestación de servicios, aclarando 

como se estableció anteriormente, que en algunas acciones judiciales somos 

demandados directamente, pero en la mayoría vincula a la Institución, a través,  de 

llamamiento en garantía, con ocasión a los contratos interadministrativos con el 

conglomerado.  

 

Como segunda causa generadora de relevancia para el ITM, según la gráfica se 

establece "Buen Comienzo", que representa el 18.3%, reflejando controversias 

relacionada con la ejecución del contrato de interventoría suscrito por el ITM con la 

Secretaria de Educación, por la ocurrencia de hechos atribuibles a un tercero, donde 



 

 

se demandan presuntas fallas administrativas en la ejecución contractual, respecto 

a la verificación, seguimiento y control a cargo del ITM.  

 

Por último, se identifican otros factores, como "Contrato de Arrendamiento" (8.5%), 

así como casos menos frecuentes como "Fallas en Planeación", "Violación de 

Derechos de Autor" y "extralimitación del presupuesto Contractual", estos factores 

representan el porcentaje restante, señalando áreas específicas de mejora en la 

gestión administrativa y contractual de la institución.  

 

Con base en el análisis realizado se identifican las principales causas generadoras 

de riesgo, que demandan la necesidad de mejorar ciertos procesos y establecer 

controles adecuados, fortaleciendo la planeación, buenas prácticas en todas las 

actuaciones administrativas, encaminadas a la prevención de la materialización de 

un daño antijuridico para la institución.  

 

Por último, se identifican las áreas en las cuales se ha originado el riesgo 

antijurídico:  

 



 

 

 

DEPENDENCIAS GENERADORAS DE LAS CAUSAS EN LAS ACCIONES 

LEGALES CONTRA EL ITM (2011-2024). La gráfica muestra la distribución 

porcentual de las dependencias generadoras de acciones legales en contra el ITM 

entre los años 2011 y 2024. Se evidencia que la Unidad Estratégica de Negocios 

(UEN) concentra la mayor proporción de las demandas, representando el 77.5% del 

total de las demandas, lo que indica que esta dependencia es la principal fuente de 

demandas en contra de la institución. Por su parte, otras dependencias, como la 

Secretaría General (8.5%), la Rectoría y el Museo (cada una con 2.8%), también 

contribuyen en menor medida a las acciones legales. El análisis sugiere priorizar 

acciones correctivas en la UEN para reducir el impacto legal y fortalecer la gestión 

institucional. 

 

 

 



 

 

En sentido lato, a través de la siguiente grafica se establece:  

 

EVOLUCIÓN Y DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE DEMANDAS EN CONTRA 

DEL ITM POR AÑO (2011-2024). La gráfica muestra la distribución porcentual de 

las demandas interpuestas contra el Instituto Tecnológico Metropolitano (ITM), entre 

los años 2011 y 2024 en el período comprendido entre 2011-2014, presentan el 

menor número de demandas. Se destaca que el año con mayor número de 

demandas fue 2022, representando el 18.3% del total, este comportamiento refleja 

picos significativos en la litigiosidad de la institución, asociados a situaciones 

específicas en este año, con ocasión de la suscripción del contrato 

interadministrativo para la interventoría del programa Buen Comienzo, sin embargo, 

para los años 2023 y 2024, la gráfica refleja una disminución significativa en los 

procesos en los cuales la institución es demandada.  

 

Este análisis es fundamental para identificar tendencias y establecer estrategias que 

permitan mitigar los riesgos legales en el futuro.  

 



 

 

5.1. IDENTIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DEL PROBLEMA A RESOLVER. 

Con el fin de promover el desarrollo de la cultura proactiva de la gestión del daño 

antijurídico en la entidad, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de Estado, 

conforme a lo dispuesto en su Manual para la Elaboración de Políticas de 

Prevención del Daño Antijurídico, señala que resulta importante: 

 

• Buscar los puntos que generen problemas. 

• Enlistar las posibles causas. 

• Identificar las causas primarias del problema. 

• Diseñar medidas para corregir el problema. 

• Implementar medidas correctivas - Comprobar los resultados – Institucionalizar 

nuevas medidas.  

 

5.1.1. LISTADO DE LAS POSIBLES CAUSAS GENERADORAS DE LA 

PROBLEMÁTICA A RESOLVER. 

 

Dentro del proceso de análisis general de las situaciones que resultaron en 

demandas por:  

 

5.1.1.1. CONTRATO REALIDAD 

 

Después de revisar los hechos que originaron los conflictos, se encontraron las 

siguientes causas: 



 

 

• Subordinación.  

• Exigencia en el cumplimiento de horario 

• Contratos de prestación de servicios sucesivos con identidad de objeto contractual. 

• Asimilación de funciones de empleados vinculados en cabeza de contratistas.  

 

5.1.1.2. BUEN COMIENZO 

• Supuestas falencias de ámbito administrativo, financiero y legal en la verificación y 

seguimiento de la ejecución del objeto contractual de la interventoría del programa 

Buen comienzo por parte del ITM.  

  

5.1.1.3. CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

• Adecuación de los contratos de arrendamiento celebrados con sujeción de la 

normativa contractual vigente ley 80 de 1993 y su falta de aceptación por parte de 

los arrendatarios.  

• Falencias administrativas en el proceso de adecuación al cumplimiento de la norma.  

 

5.1.1.4. DERECHOS DE AUTOR  

• Presunta utilización de un proyecto con derechos de propiedad intelectual.  

 

 
 
 



 

 

5.1.1.5.  DECLARACION DE INSUBSISTENCIA.  

• Presunta declaración de insubsistencia de personal directivo sin observancia de la 

norma aplicable.  

 

5.1.1.6. CONSORCIO UNISER  

• Verificación de las responsabilidades solidarias en la contratación laboral en la 

ejecución de un contrato de constitución de consorcio.  

 

5.1.1.7. MUERTE DE CONTRATISTA POR FALLAS EN PLANEACIÓN.  

• Fallas en la ejecución de la planeación del contrato interadministrativo, sin la 

correcta valoración de los riesgos.   

 

5.1.1.8. MUERTE DE TRABAJADOR EN EJECUCIÓN DE OBRA  

• Presunta falla en la estimación del riesgo para trabajador, responsabilidad del ITM 

por ser beneficiario de la obra civil.  

 

5.1.1.9. MAYOR EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO  

• Ausencia de control en el seguimiento del presupuesto asignado en contrato 

interadministrativo de transporte, lo que conllevó la extralimitación de este.  

 



 

 

5.1.1.10. LIQUIDACION DE CONTRATOS  

• Presunta falta de seguimiento en la entrega de evidencias sobre las actividades 

contractuales realizadas por parte del ITM, lo que provocó inconsistencias en la 

verificación de su cumplimiento total. 

 

En relación con lo expuesto anteriormente, la problemática identificada se vincula 

directamente con los procedimientos establecidos en el ámbito laboral y contractual. 

Esto abarca posibles deficiencias en la planificación, implementación, seguimiento 

o cumplimiento de las normativas y obligaciones asociadas, lo que puede derivar en 

incumplimientos y conflictos judiciales que afectan la gestión integral de los 

procesos.  

 

El análisis realizado sobre las causas generadoras de reclamaciones permite 

identificar si estas demandas pueden clasificarse como prevenibles o no 

prevenibles, según su origen. En este sentido, se concluye que las reclamaciones 

cuya causa radica en fallas de los procesos internos del Instituto Tecnológico 

Metropolitano (ITM), son consideradas prevenibles. Estas, al ser atribuibles a 

deficiencias en los procedimientos internos, deben ser abordadas y gestionadas en 

el marco de la política adoptada por la institución.  

 

Por otro lado, cuando las reclamaciones tienen su origen en factores externos al 

ITM, es decir, situaciones que no son controlables por la institución, estas no serán 

consideradas prevenibles y, por lo tanto, no se incluyen dentro del alcance de la 

presente política. 



 

 

 

Para establecer un criterio claro que permita determinar cuáles reclamaciones 

pueden considerarse prevenibles, se tomó como base el principio de legalidad en la 

gestión administrativa. Así, se comprendió que todo acto administrativo, ya sea para 

reconocer, modificar o extinguir un derecho, debe fundamentarse en las 

disposiciones legales vigentes y en los procedimientos internos establecidos por la 

institución. Este enfoque garantiza que la actuación administrativa se realice dentro 

de un marco normativo sólido, reduciendo la posibilidad de errores o inconsistencias 

que puedan dar lugar a reclamaciones y procesos judiciales.  

 

En el caso específico de las acciones relacionadas con la gestión contractual, se 

destaca la importancia de implementar medidas preventivas que minimicen los 

riesgos de reclamaciones y procesos judiciales. Para lograr esto, es fundamental 

observar y cumplir estrictamente las normas jurídicas que regulan la contratación 

pública, además de aplicar de manera adecuada el manual de contratación de la 

institución. Asimismo, se subrayó la relevancia de fortalecer la capacidad de 

negociación de los actores que intervienen en la celebración de contratos 

administrativos y convenios interadministrativos. 

 

Además, resulta crucial identificar con precisión las situaciones que pueden derivar 

en posibles procesos judiciales. Esta identificación permite a la institución 

desarrollar herramientas y estrategias claras para la defensa de sus intereses, 

asegurando que los contratos y convenios celebrados sean gestionados de manera 

efectiva y conforme a los principios de transparencia, legalidad y eficiencia. De esta 

manera, se busca garantizar una administración contractual que reduzca al mínimo 

las contingencias legales salvaguardando los recursos de la institución.  



 

 

5.2.1. IDENTIFICACIÓN DE LAS CAUSAS PRIMARIAS QUE SE 

PUEDEN PREVENIR  

 

Sin perjuicio de lo anterior, se encontró que las reclamaciones que pueden ser 

previsibles por el Instituto Tecnológico Metropolitano ITM, están asociadas a la 

desnaturalización de los contratos de prestación de servicios en verdaderos 

contratos laborales, lo cual ocurre cuando la supervisión y el control por parte de la 

institución son deficientes, esta falta de control impide identificar que en el marco 

del contrato interadministrativo se está trasgrediendo la naturaleza de los contratos 

de prestación de servicios suscrito con los diferentes profesionales, en virtud de la 

celebración de los contratos interadministrativos. 

Adicionalmente, como causal previsible, se tiene la presunta expedición de actos 

administrativos que no se ajustan al ordenamiento jurídico y que vulneran los 

derechos de los empleados de la entidad, lo cual puede generar erogaciones 

patrimoniales generando en consecuencia acciones contractuales ante las 

instancias judiciales; por ello, se plantea la necesidad de que la política de 

prevención desarrolle mecanismos tendientes a aminorar el impacto de tales causas 

de litigiosidad. 

 

Las causas descritas, obviamente deben comprometer acciones de mejoramiento 

en la capacidad de negociación frente a los contratos y convenios 

interadministrativos, el cumplimiento a cabalidad de las funciones de los 

supervisores de los contratos y expedir los actos administrativos conforme al 

ordenamiento jurídico. 

 



 

 

6. MEDIDAS PARA CORREGIR EL PROBLEMA A RESOLVER. 

 

Para evitar actos y situaciones que puedan generar litigios en la entidad en las 

materias señaladas, se establecen los siguientes criterios para la prevención del 

daño antijurídico. 

 

6.1. REPRESENTACIÓN JUDICIAL.  La Defensa Judicial del Instituto 

Tecnológico Metropolitano ITM, se rige por los lineamientos de la GUIA DE 

CRITERIOS DE SELECCIÓN DE LOS ABOGADOS EXTERNOS DEL INSTITUTO 

TECNOLÓGICO METROPOLITANO, aprobada por el Comité de Conciliación el 26 

de junio de 2024 de manera asincrónica, la cual establece que los criterios para la 

selección de los apoderados se basan en la evaluación de su capacidad operativa, 

idoneidad y experiencia. Esto se determina mediante un análisis objetivo que 

considera la naturaleza de los asuntos misionales, el nivel de litigiosidad, los temas 

en litigio, la complejidad y el impacto de los procesos. 

 

Además, la selección directa de los apoderados externos, basada en la calidad de 

sus servicios profesionales, permite a las Entidades Públicas cumplir con sus 

obligaciones legales de manera efectiva. Esto garantiza el logro de sus objetivos 

específicos, la prestación continua y eficiente de los servicios públicos, y la 

adecuada protección de los derechos e intereses de quienes participan en estas 

gestiones. En particular, esta selección fortalece la supervisión y vigilancia de los 

procesos jurídicos, asegurando una defensa oportuna y eficaz de los intereses del 

Instituto Tecnológico Metropolitano (ITM). 

 



 

 

6.2. OBLIGACIONES DEL APODERADO DE LA INSTITUCIÓN:  El 

apoderado deberá asumir el estudio de los casos asignados y gestionar ante la 

dependencia correspondiente la entrega de la argumentación y los soportes 

documentales necesarios para la defensa de la Institución. Asimismo, deberá 

presentar informes de gestión al Comité de Conciliación y Defensa Jurídica del ITM, 

en cumplimiento del procedimiento establecido para tal fin, garantizando así una 

actuación alineada con la normativa vigente. 

 

6.3. SEGUIMIENTO A PROCESOS JUDICIALES.  El apoderado será 

responsable de realizar un seguimiento constante a los procesos asignados, ya sea 

mediante visitas a los despachos judiciales o a través de la consulta en la página de 

la Rama Judicial. Además, deberá asegurar que la información se mantenga 

actualizada tanto en el expediente del caso como en la base de datos gestionada 

por secretaria general para el control de los procesos judiciales. Al concluir su 

gestión, deberá presentar un informe detallado sobre los casos a su cargo. 

 

6.4. RECOMENDACIONES EN MATERIA DE ACCIONES DE TUTELA.  En 

relación con las Acciones de Tutela, el apoderado deberá seguir las siguientes 

directrices: i) Todas las tutelas deben ser radicadas y gestionadas a través de la 

secretaria general. ii) Las respuestas presentadas deben incluir: un resumen de los 

antecedentes del caso, los hechos sometidos a análisis jurídico, la evaluación sobre 

la procedencia o improcedencia de la acción, las razones que sustentan la 

inexistencia de vulneración del derecho fundamental alegado o, en su caso, la 

explicación de su configuración como un hecho superado, así como una referencia 

a la doctrina y jurisprudencia aplicables. iii) Se deben adjuntar todas las pruebas 

pertinentes que se pretendan hacer valer en el proceso. 



 

 

 

6.5. VALORACIÓN DE LA CONTINGENCIA JUDICIAL . Cuando el Instituto 

Tecnológico Metropolitano (ITM) sea demandado junto con otras entidades 

estatales, el apoderado podrá coordinar y establecer comunicación con los 

representantes legales de dichas entidades. El objetivo de esta colaboración será 

analizar el riesgo jurídico del caso, evaluar el impacto potencial de eventuales fallos 

adversos y definir estrategias conjuntas que permitan una defensa efectiva de los 

intereses estatales involucrados. 

6.6. ACCIONES ENCAMINADAS A REDUCIR LA PROBABILIDAD DE 

CONDENA. En el contexto de una actuación judicial, siendo su objetivo el 

minimizar la posibilidad de una condena, resulta fundamental diseñar estrategias de 

defensa sólidas y bien estructuradas. Estas estrategias deben basarse en 

argumentos jurídicos rigurosamente sustentados, orientados a persuadir a los 

jueces para que apliquen el derecho de manera racional, coherente y con el menor 

grado de incertidumbre posible. Asimismo, se busca que dicha interpretación 

contribuya a cerrar la brecha entre las disposiciones normativas y la realidad fáctica 

del caso, garantizando así decisiones más justas y alineadas con el ordenamiento 

jurídico. 

6.7. DEFENSA DE MANERA DILIGENTE Y TÉCNICA . El apoderado, en el 

ejercicio de su mandato, tiene la responsabilidad de proteger y representar los 

intereses de la Institución con diligencia, rigor técnico y apego a los principios 

fundamentales del derecho. Su actuación debe estar guiada por las normas 

procesales vigentes, respetando cada etapa y formalidad del procedimiento judicial, 

así como por los principios éticos y las obligaciones que rigen el ejercicio de la 

abogacía. 

 



 

 

Más allá de la defensa estrictamente jurídica de las decisiones adoptadas por la 

administración, el apoderado debe argumentar y respaldar las políticas 

institucionales que orientan la gestión pública de la entidad. Esto implica articular 

estrategias de defensa que no solo garanticen la legalidad de los actos 

administrativos, sino que también reflejen y sustenten el propósito, la misión y los 

principios que rigen el funcionamiento de la Institución. De esta manera, su labor no 

se limita a una aplicación estricta de la norma, sino que contribuye a la consolidación 

de un modelo de gestión pública transparente, eficiente y ajustado al marco 

normativo. 

 

7. DIRECTRICES PARA LA APLICACIÓN DE LOS MECANISMOS DE 

ARREGLO DIRECTO Y PARA LA PROCEDENCIA DE LA REVOCATORIA 

DIRECTA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE AFECTEN A PARTICULARES. 

 

Dado que el ordenamiento jurídico prevé diversos mecanismos alternativos para la 

solución de conflictos y la descongestión de los despachos judiciales, los cuales 

buscan mejorar la eficiencia en la Administración de Justicia y garantizar la efectiva 

concreción de los derechos de los ciudadanos, se hace necesario establecer 

lineamientos claros para su aplicación. En este contexto, el Estatuto de Conciliación, 

establecido por la Ley 2220 de 2022, señala en el numeral 4 del artículo 120 que es 

responsabilidad del Comité de Conciliación establecer las directrices institucionales 

para la utilización de mecanismos de arreglo directo, como la transacción y la 

conciliación. Esto debe hacerse sin perjuicio de evaluar y decidir cada caso de forma 

particular. 

 



 

 

En consecuencia, y en cumplimiento de lo dispuesto por la ley, el Comité de 

Conciliación y Defensa Judicial ha considerado fundamental definir parámetros 

específicos que guíen la implementación de estos mecanismos dentro de la 

Institución. Estos lineamientos permitirán gestionar de manera adecuada los 

procedimientos de conciliación y transacción, asegurando que se sigan las mejores 

prácticas y principios establecidos para la resolución de los conflictos. 

 

7.1. FUNDAMENTOS DE LA POLÍTICA DE CONCILIACIÓN . La Institución 

ha considerado que los mecanismos legales de arreglo directo, tanto en litigios 

judiciales como extrajudiciales, son un principio fundamental en el marco de la 

buena administración del Estado. En este sentido, el uso de dichos mecanismos se 

reconoce como una estrategia beneficiosa para los intereses de la Administración, 

al ser una herramienta que contribuye a garantizar y proteger los derechos de los 

ciudadanos de manera eficiente. 

 

7.2. POSTURA DE LA INSTITUCIÓN FRENTE A LA CONCILIACIÓN.  El 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial autorizará al apoderado para presentar, 

en los respectivos mecanismos de arreglo directo del conflicto, judicial o 

extrajudicial, siguiendo la postura Institucional: 

 

a) Asistirá con ánimo conciliatorio, en aquellos casos en los que se haya 

demostrado la responsabilidad de la Institución. Esto incluye situaciones en las que 

exista una jurisprudencia reiterada o unificada que respalde posiciones similares en 

casos análogos, o cuando el fallo de primera instancia haya abordado de manera 

clara y suficiente los elementos probatorios y sustantivos relacionados con la 

responsabilidad de la Institución. En estos escenarios, la actitud conciliatoria busca 



 

 

facilitar una resolución más ágil y justa del conflicto, alineada con las evidencias y 

la interpretación legal consolidada. 

 

b) Asistirá sin ánimo conciliatorio, cuando: 

 

1. Cuando se demanden actos, hechos, omisiones u operaciones administrativas 

llevadas a cabo por otras entidades públicas del sector o por personas jurídicas del 

régimen privado, y dichos actos no sean atribuibles a la Institución, la demanda se 

considerará inadmisible frente a esta. Esto se debe a que no existiría legitimación 

en la causa por pasiva de la Institución, es decir, no correspondería a la Institución 

ser parte en el proceso debido a que no tiene responsabilidad directa ni conexión 

con los hechos que originan la demanda. En estos casos, la Institución no tiene la 

obligación de responder por dichos actos o decisiones, ya que no se le puede 

atribuir la autoría o participación en los mismos. 

2. Esté claramente demostrada la existencia de falta de jurisdicción o de competencia; 

capacidad; prescripción; agotamiento de jurisdicción; el hecho exclusivo y 

determinante de un tercero; fuerza mayor, cosa juzgada o transacción y la culpa 

exclusiva de la víctima. El requisito es haberse interpuesto tales medios exceptivos 

por parte del apoderado de la Institución y que no exista decisión judicial que los 

haya desestimado. Esta política también aplicará en tratándose de conciliaciones 

extrajudiciales, en cuyo caso no será requisito haberse interpuesto los medios 

exceptivos por parte del apoderado ni que exista decisión judicial que los haya 

desestimado. 

3. Se verificará la inexistencia de vulneración del derecho colectivo alegado o la 

superación del hecho en cuestión, siempre que ello esté objetivamente demostrado 

desde una perspectiva jurídica y técnica. En otras palabras, el objeto del proceso 

debe haber dejado de existir. 



 

 

4. Cuando la desvinculación de un empleado público provisional se produzca como 

resultado de la provisión del cargo a través de un concurso de méritos en el marco 

de la carrera administrativa, será necesario realizar un análisis previo sobre la 

posible aplicación de la estabilidad laboral reforzada. Este examen deberá basarse 

en la normativa vigente y en la jurisprudencia pertinente, con el fin de determinar si 

el empleado goza de una protección especial que limite o condicione su retiro. 

5. En aquellos casos en los que la controversia gire en torno a la legalidad de actos 

administrativos. 

6. Los empleados públicos que soliciten se les hagan extensivos beneficios 

extralegales o convencionales propios de los trabajadores oficiales, y viceversa. 

7. Se controvierta la facultad de la Administración para realizar modificaciones de la 

planta de personal. 

 

Las situaciones establecidas en el literal b) no son taxativas y deberá darse 

aplicación a los mecanismos de solución de conflictos por parte del Comité de 

Conciliación analizando cada caso en concreto. 

 

8. DIRECTRICES PARA LA REVOCATORIA DIRECTA DE ACTOS 

ADMINISTRATIVOS. 

 

La revocatoria directa se entiende como la facultad de las autoridades 

administrativas para dejar sin efectos un acto previamente expedido, ya sea por 

iniciativa propia o a solicitud de parte. 

 



 

 

En el caso de los actos administrativos emitidos por la Institución, dicha revocatoria 

procederá cuando se cumplan las siguientes condiciones:  

 

• Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o la Ley. 

• Cuando no estén conforme con el interés público o social, o atenten contra él. 

• Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 

 

Las solicitudes de revocatoria directa deberán ser decididas por los mismos 

funcionarios que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o 

funcionales, dentro de los dos (2) meses siguientes, mediante acto administrativo el 

cual no es susceptible de recursos. 

 

Cuando un acto administrativo tenga un carácter particular, su revocatoria solo será 

posible si la persona afectada otorga su autorización de manera expresa y por 

escrito. Esto significa que la administración no puede anular unilateralmente un acto 

que concede derechos o impone obligaciones específicas a un individuo sin su 

consentimiento. 

 

Por otro lado, los actos administrativos de carácter general, que tienen efectos sobre 

un grupo indeterminado de personas, pueden ser revocados sin necesidad de 

cumplir con requisitos previos. En estos casos, la administración tiene la facultad de 

modificar o suprimir dichos actos cuando lo considere necesario, siempre dentro del 

marco legal. 

 



 

 

Si la Institución considera que un acto particular debe ser revocado, pero el afectado 

se niega a otorgar su autorización, la única alternativa será acudir a la Jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo. A través de este mecanismo, la Institución deberá 

interponer una demanda contra su propio acto para que sea un juez quien determine 

su legalidad y procedencia. 

 

Cuando el acto se hubiere emitido sin observancia de las formas legales 

establecidas para su expedición, se demandará ante la jurisdicción competente sin 

necesidad de llevar a cabo el requisito de la conciliación. 

 

La revocatoria de cualquier acto administrativo se podrá efectuar inclusive antes de 

haberse dado a conocer el auto admisorio de la demanda en caso de haberse 

interpuesto la respectiva acción ante la Jurisdicción de los Contencioso 

Administrativo. 

 

Las anteriores directrices se aplicarán de conformidad con las directrices proferidas 

por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en la materia. 

 

9. FORMULACIÓN Y EJECUCIÓN DE LAS POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL 

DAÑO ANTIJURIDICO EN LA INSTITUCIÓN. 

 

De acuerdo con las causas generadoras de demandas y condenas arriba analizados 

entre el periodo comprendido entre los años 2011 al 2024, se pretende garantizar 



 

 

la efectiva prestación del servicio y evitar futuras reclamaciones de tipo judicial que 

afecte el patrimonio de la Institución, implementando mecanismos que contrarresten 

la actividad litigiosa, para lo cual se adoptara un plan de acción siguiendo las 

recomendaciones de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

10. ACCIONES CONJUNTAS A IMPLEMENTAR. 

 

En consideración a que la efectividad de la Política de Prevención del Daño 

Antijurídico depende en gran medida de su construcción conjunta entre las distintas 

áreas del ITM, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial, conviene formular y 

adoptar los siguientes lineamientos de prevención frente a los riesgos institucionales 

que generan la litigiosidad descrita: 

 

A. Los Contratos y Convenios Interadministrativos que celebra la Institución, deberán 

contener un lenguaje claro en cuanto a las obligaciones y actividades acordadas, 

que facilite su comprensión e interpretación, atendiendo los parámetros 

establecidos en las normas; de igual forma, se deberán expedir las guías y 

procedimientos que instruyan sobre las situaciones jurídicas que se deben 

contemplar en los contratos y convenios celebrados para evitar el daño antijurídico 

a la Institución, con la correspondiente valoración de riesgos en la suscripción de 

estos. 

B. Se realizarán capacitaciones dirigidas al personal asistencial de la institución y 

directivos, en temas relacionados con la regulación de los convenios y contratos 

interadministrativos con el fin de que tengan bases para llegar a una buena 

negociación frente a otras entidades públicas en lo que se refiere a las obligaciones 

y actividades acordadas, de igual forma con el fin de evitar en lo posible, expedir 



 

 

actos administrativos que pueden tener un impacto adverso para la Institución, dar 

capacitación en cuanto actos administrativos se refiere, para que los mismos se 

ajusten al ordenamiento jurídico y protejan los derechos de las personas. 

C. Establecimiento transversal de Matriz de riesgos en los diferentes procesos 

institucionales y su seguimiento verificación y control en las diferentes etapas de la 

contratación estatal. 

 

11. MATRIZ DE RIESGOS/INDICADORES DE CUMPLIMIENTO: 

 

La matriz de riesgos se publicará como el anexo No.1 a la presente política. 

 

12.IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO 

ANTIJURÍDICO. 

 

El presente documento ha sido aprobado por el Comité de Conciliación y Defensa 

Jurídica del Instituto Tecnológico Metropolitano y se adopta como la Política de 

Prevención de Daño Antijurídico. Dicho daño se entiende como aquel que la Entidad 

tiene la capacidad de prevenir, por lo que su aplicación será de carácter obligatorio 

dentro de la institución. 

 

Para garantizar su cumplimiento y efectividad, el documento será publicado 

internamente y, una vez implementadas las medidas correctivas correspondientes, 

se llevará a cabo un seguimiento de los resultados obtenidos. En caso de ser 



 

 

necesario, se adoptarán nuevas estrategias para fortalecer la prevención del daño 

antijurídico, asegurando así el cumplimiento de las etapas establecidas en la 

política. Este proceso se desarrolla en concordancia con los lineamientos de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y cuenta con el respaldo 

institucional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

   



Nro. HECHOS ACCIONES / DEMANDAS

PROBABILIDA

D  DE 

OCURRENCIA 

DEL HECHO

IMPACTO 

POTENCIAL

PROBABILIDAD 

DE CONDENA 

DEPENDENCIA 

RESPONSABLE

MITIGACIÓN Y 

CONTROL A 

IMPLEMENTAR

RESPONSABLE DEL 

TRATAMIENTO O 

MITIGACIÓN

RECURSOS 

NECESARIOS

PLAZO DE 

IMPLEMENTACI

ÓN

¿CÓMO SE HARA EL 

SEGUIMIENTO A LA 

MITIGACIÓN?

INDICADORES DE 

CUMPLIMIENTO
EVIDENCIAS OBSERVACIÓN 

1

Reclamación por presunto  

contrato realidad - 

Controversias relacionadas 

con la ejecución del contrato, 

presuntas fallas 

administrativas en la 

interventoria y/o supervisión  

de los contratos 

Nulidad y restablecimiento 

del derecho- Reparación 

directa-Controversias 

contratuales 

Alta Alta Medio  

Unidad estretegica de 

negocios-Facultad de 

Artes y Humanidades 

(Museo la Salle)-

Jefatura de 

Laboratorio. 

Comunicaciones 

presenciales o virtuales a 

supervisores , sobre la  no 

exigencia de cumplimiento 

de horario,   desarrollo de 

actividades de forma 

remota, para la 

coordinación , seguimiento 

y control de las actividades  

por parte del supervisor. 

Secretaria  General, 

Unidad  Estrategica de 

negocios  y Oficina 

Juridica

a.Personal para  

capacitaciones a 

supervisores y  los 

apoyos contratados para 

esta.  b. Herramientas 

tecnologicas para 

remisión de 

comunicaciones. 

3 meses

 a) Evidencia de 

remisión de 

comunicaciones 

trasmitidas de manera 

verbal o por medio 

tecnologico  de forma 

mesual. 

a. Porcentaje de 

comunicacioens  

cumplidas en el año. 

Meta:  100% de 

cumplimiento anual. 

Listado de 

asistencia, informe 

de apertura de 

correos 

electronicos 

informativos. 

Contrato realidad, buen 

comienzo, muerte de 

contratista por fallas en 

planeación, muerte de 

trabajador en ejecución de 

obra, sobre ejecución de 

presupuesto, liquidación de 

contrato

2 Contrato de arrendamiento. Controversias Contactuales Baja Medio Medio Secretaria General 

Supervisión de los 

contratos celebrados de 

forma anual 

Secretaria  General. 

a. Seguimiento y 

trazabilidad en la 

plataforma SECOP y la 

constitución de las 

garantías.   

3 meses

a. Evidencia de 

verificación realizada en 

la plataforma SECOP. 

a. Porcentaje  de 

contratos de 

arrendamiento en los 

cuales se realizó la 

verificación Meta:  

100%

Informe de 

verificación. 
Contrato de arrendamiento 

3 Consorcio Uniser Ordinario Laboral Bajo Bajo Bajo 
Secretaria General-

Rectoria 

Revisión de precedente 

judicial, jurisprudecial, 

trabajos investigativos, 

entre otros.

Secretaria General-

Oficina juridica. 
a. Abogados asesores 3 meses 

a. Seguimiento a la 

Defensa juridica de las 

demandas interpuestas 

contra el ITM. 

a. Porcentaje de 

contestaciones 

revisadas Meta: 100% 

Repositorio de 

defensa judicial 
Consorcio UNISER

MATRIZ - RIESGOS ANTIJURÍDICOS

*Lo anterior se elaboró teniendo en cuenta los  riesgos identificados en la POLITICAS PARA LA PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO. 


